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escrito de interposición de Recurso Contencioso Administrativo, frente a la 
resolución de este Consejo n° 7/2016. 

• Intereso que se me indique y facilite lo siguiente, en un plazo no superior a 
las 48 horas desde que tienen conocimiento del pleito  y/o cualquier 
notificación judicial al respecto: 

a.- Copia del escrito de interposición y/0 demanda interpuesta frente al 
acuerdo del consejo general no 7/2016. 

b.- Resoluciones judiciales siguientes: 

1º.- Por la que se otorga plazo para remitir el expediente 
administrativo al Consejo, del que además pedimos se nos de 
traslado al mismo tiempo que al órgano judicial. 

2°.- Por la que se pudiera dictar inaudita parte medida cautelar 
positiva acordando la suspensión de la resolución n° 7/2016, en 
cualesquiera de sus pronunciamientos. y por la que se convoque a 
comparecencia para ratificar o no dicha medida cautelar 

3°.- Por la que se me dé traslado de medida cautelar positiva, 
audita parte, con relación a la resolución no 7/2016, en cualquiera 
de sus pronunciamientos. 

5. El 23 de diciembre de 2016, se trasladó la nueva documentación al CONSEJO 
GENERAL DE ENFERMERÍA DE ESPAÑA, el cual, tras reiterarse en sus 
anteriores manifestaciones, añadió lo siguiente: 

 

• Nos vemos obligados a. denunciar ante ese Consejo la utilización torticera 
y fraudulenta que se está haciendo por parte del demandante en el 
presente procedimiento, buscando obtener documentación de forma 
espuria e improcedente. Este Consejo General resolvió los recursos de 
otros varios colegiados mediante la Resolución n° 7/2016, que ya obra en 
las presentes actuaciones. Dicha Resolución fue notificada personalmente 
a todos los recurrentes, y publicada en la página web del Consejo General, 
donde figura expuesta aún hoy para general conocimiento.  

• Por su parte, las personas que ocupaban los cargos colegiales decidieron 
impugnar la Resolución 7/2016 ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, y como 
consecuencia de ello, se ha emplazado a todos los interesados, incluido, 
lógicamente, el interesado, quien, además de personarse, ha formulado 
alegaciones en relación con la petición de suspensión de la Resolución 
recurrida. 

 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
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1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 
artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
potestativo y previo a un eventual Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  
 

2. La Ley 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las 
personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la 
misma norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones”.  

Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas.  

3. Primeramente, este Consejo de Transparencia quiere hacer una precisión de tipo 
formal, relativa al plazo de que disponen los sujetos obligados por la LTAIBG para 
contestar a las solicitudes de acceso a la información que se le presenten. 

El artículo 20.1 de esta Ley dispone que La resolución en la que se conceda o 
deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que 
así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la 
solicitud por el órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse por 
otro mes en el caso de que el volumen o la complejidad de la información que se 
solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante. 

En el presente caso, el CONSEJO GENERAL no contestó a la solicitud de acceso 
a la información en el plazo de un mes ni tampoco amplió el mismo otro mes más, 
caso de que fuera necesario. 

Por ello, se recuerda al CONSEJO GENERAL la obligación de contestar en plazo 
las solicitudes de acceso que reciba, dado que el derecho de acceso a la 
información pública es un derecho de origen constitucional que no debe verse 
mermado en su tramitación administrativa sino por razones debidamente 
justificadas, puesto que con este derecho se pretende que los ciudadanos puedan 
juzgar mejor y con más criterio la capacidad de sus responsables públicos y 
decidir en consecuencia. 

4. Por otro lado, la LTAIBG regula en su artículo 2 el denominado Ámbito subjetivo 
de aplicación de la norma, incluyendo, en su apartado 1 e) a las Corporaciones de 
Derecho público en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. 
Igualmente, el apartado 2 del mismo artículo 2 señala que se entiende por 
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